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Sobre: 

Impugnación del 

Reglamento 9038 

de Cannabis 

Medicinal 

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, la Juez Birriel Cardona y la Juez Nieves 

Figueroa 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

   

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 Comparece Caribbean Green LLC, Luis Garratón, LLC 

y Puerto Rico Legal Marijuana LLC, en adelante CG o la 

recurrente, y solicita que dejemos sin efecto una 

serie de artículos del Reglamento para Manejar el 

Estudio, Desarrollo e Investigación del Cannabis para 

la Innovación, Normas Aplicables y Límites, en 

adelante Reglamento 9038.  

Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se desestima el recurso por falta de 

jurisdicción.  

-I- 

Según surge del expediente, el 2 de julio de 2018 

la Junta Reglamentadora del Cannabis Medicinal, en 

adelante JRCM o recurrida, promulgó el Reglamento 
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9038.1 Este regula la industria del cannabis medicinal 

en Puerto Rico.2  

Así las cosas, el 31 de julio de 2018, CG 

presentó una acción impugnando la validez de su faz 

del Reglamento 9038, en el que alega la comisión de 

los siguientes errores: 

Erró la JRCM al modificar el contenido de 

las definiciones incluidas en las 

disposiciones de la Ley 42-2017, ya que 

dicha modificación es contraria al claro 

texto de la Ley. 

 

Erró la JRCM al actuar de manera ultra 

vires al establecer, mediante reglamento, 

requisitos más abarcadores y no incluidos 

dentro de los poderes delegados en su Ley 

Habilitadora al modificar e interpretar 

dicha ley. Por lo cual, la disposición 

resulta inconstitucional al violar la 

cláusula de separación de poderes. En la 

alternativa, aun cuando hubiera sido 

delegado a la JRCM el poder para 

reglamentar las disposiciones en 

controversia, la JRCM se excedió del 

poder delegado al establecer 

disposiciones arbitrarias, caprichosas y 

que carecen de un fin público legítimo.  

 

La JRCM presentó una Solicitud de Desestimación 

por Falta de Jurisdicción. Adujo, en síntesis, que la 

acción de nulidad al amparo de la Sec. 2.7 de la Ley de 

Procedimiento Uniforme del Gobierno de Puerto Rico,3 en 

adelante LPAU, se puede invocar solamente para impugnar 

el cumplimiento con las garantías procesales de dicho 

ordenamiento, lo que no hace la recurrente en este 

caso. 

En cumplimiento de una orden previa, CG presentó 

una Réplica a Solicitud de Desestimación por Falta de 

Jurisdicción. Alegó, en esencia, que el Tribunal de 

Apelaciones tiene jurisdicción y competencia para 

atender las controversias planteadas. 

                                                 
1 Apéndice del recurrente, Reglamento 9038, pág. 1.  
2 Id., pág. 9.  
3 3 LPRA sec. 9617. 
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Examinados los escritos de las partes y los 

documentos que obran en el expediente, estamos en 

posición de resolver. 

-II- 

A. 

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 

del Gobierno de Puerto Rico, en adelante LPAU, 

establece los requisitos que las agencias 

administrativas deben cumplir en sus procesos de 

reglamentación,4 a saber: (1) notificación al público 

de la reglamentación a aprobarse;5 (2) proveer una 

oportunidad para la participación ciudadana;6 (3) 

presentar la reglamentación ante el Departamento de 

Estado para su aprobación por el Secretario;7 y (4) su 

publicación.8 El cumplimiento con estas garantías 

procesales son una condición compulsoria e 

indispensable para reconocer fuerza de ley a la 

reglamentación promulgada.9  

Ahora bien, existen dos tipos de causas de acción 

para impugnar la validez de una regla o reglamento 

administrativo, a saber: (1) de su faz y (2) en su 

aplicación. En lo que respecta a la acción de nulidad 

de su faz, la LPAU dispone:  

(a) Una regla o reglamento aprobado 

después de la fecha de efectividad de 

esta Ley será nulo si no cumpliera 

sustancialmente con las disposiciones de 

esta Ley.  

 

                                                 
4 Secs. 2.1 – 2.20 de la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-2017 (3 LPRA 

secs. 9611-9630). 
5 Sec. 2.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, supra (3 LPRA sec. 9611). 
6 Sec. 2.2 de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, supra (3 LPRA sec. 9612). 
7 Sec. 2.8 de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, supra (3 LPRA sec. 9618). 
8 Id. 
9 Hernández v. Colegio de Optómetras, 157 DPR 332, 344 (2002). 
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(b) Cualquier acción para impugnar la 

validez de su faz de una regla o 

reglamento por el incumplimiento de las 

disposiciones de esta Ley deberá 

iniciarse en el Tribunal de Apelaciones 

dentro de los treinta (30) días 

siguientes a la fecha de vigencia de 

dicha regla o reglamento. La competencia 

sobre la acción corresponderá a la región 

judicial donde esté ubicado el domicilio 

del recurrente.  

 

(c) La acción que se inicie para impugnar 

el procedimiento seguido al adoptar las 

reglas o reglamentos de que se trate no 

paralizará la vigencia de los mismos, a 

menos que la ley al amparo de la cual se 

adopta disponga expresamente lo 

contrario.10 

 

Este tipo de impugnación es estrictamente de 

carácter procesal y como tal, su uso se limita a 

aquellas instancias en que una agencia incumple con 

los requisitos formales o procesales establecidos en 

LPAU para la adopción de una regla o reglamento.11 Esta 

acción no requiere que quien impugne el reglamento 

haya participado en la celebración de las vistas 

públicas, ni que pruebe como la aplicación de la 

disposición reglamentaria le afecta.12 Ello es así 

porque el propósito de la impugnación de su faz es 

invalidar el reglamento en toda circunstancia en que 

pueda ser aplicable, limitándose a considerar 

solamente aspectos formales o procesales.13  

Los fundamentos de dicha doctrina se 

establecieron con claridad en Centro Unido Detallistas 

v. Com. Serv. Púb., supra. Allí el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico, en adelante TSPR, afirmó: 

… 

                                                 
10 Sección 2.7. de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 

del Gobierno de Puerto Rico, supra (3 LPRA sec. 9617). 
11 Centro Unido Detallistas v. Com. Serv. Púb., 174 DPR 174, 

186,188 (2009); Véase, además, Fuentes Bonilla v. ELA, 2018 TSPR 

98, 22; J.A. Echevarría Vargas, Derecho Administrativo 

Puertorriqueño, 2017, págs. 103-105. 
12 Centro Unido Detallistas v. Com. Serv. Púb., supra, pág. 184; 

Véase, además, Fuentes Bonilla v. ELA, supra, pág 14.  
13 Centro Unido Detallistas v. Com. Serv. Púb., supra, pág. 184. 
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Cualquier persona puede impugnar la 

validez de una regla o reglamento 

aprobado por una agencia administrativa 

por el incumplimiento de las 

disposiciones de la L.P.A.U. dentro del 

término de treinta (30) días, haya 

participado o no durante la celebración 

de las vistas públicas celebradas como 

parte del proceso para su aprobación. … 

(Énfasis en el original).14 

 

… cualquier persona afectada por la 

aplicación de un reglamento puede 

impugnar su validez ante el Tribunal de 

Primera Instancia en cualquier momento, 

ya sea por razones constitucionales o por 

otros motivos. Por ende, reconocimos que 

la acción de impugnación reglamentaria 

provista por la L.P.A.U. es distinta de 

cualquier proceso que pueda entablar un 

ciudadano agraviado por la acción de una 

agencia, bien tras un procedimiento de 

adjudicación o a raíz de la aplicación de 

un reglamento que, a su entender, carezca 

de validez. … (Citas omitidas). 

 

Fundamentalmente, dicha distinción 

responde al hecho de que los tribunales 

ordinariamente examinan la validez de los 

reglamentos de forma colateral. Por lo 

general, el foro judicial no interviene 

directamente con la acción de la agencia 

al adoptar sus reglamentos, sino que la 

revisión se produce a través de pleitos 

particulares en los que se cuestionan las 

determinaciones tomadas por las agencias 

al amparo de éstos. Esas acciones 

normalmente están relacionadas con 

intentos concretos de aplicar la regla 

impugnada. Por eso, en la práctica, el 

interdicto, la sentencia declaratoria y 

el propio procedimiento para hacer 

cumplir la resolución de la agencia son 

los mecanismos más utilizados al revisar 

la validez de las reglas administrativas. 

… (Énfasis en el original) (Citas 

omitidas). 

 

De esa forma, al establecerse que la 

impugnación del reglamento es "de su faz" 

se prescinde de la necesidad de 

considerar hechos relativos a la 

aplicación concreta del mismo. Es decir, 

no se requiere demostrar una lesión a un 

interés individualizado del litigante 

para que proceda la revisión, ya que ésta 

busca invalidar el reglamento en toda 

circunstancia en que pueda ser aplicable. 

No obstante, de acuerdo con el propio 

texto de la Sec. 2.7 de la L.P.A.U., esa 

impugnación "de su faz" se circunscribe a 

                                                 
14 Id., pág. 184. 



 
 

 
KLRA201800431 

 

 

6 

los casos en que se alegue el 

incumplimiento con las garantías 

procesales de la propia ley. … (Énfasis 

en el original) (Citas omitidas).15 

 

En resumen,  

…la corrección del uso de la acción de 

impugnación en el caso de autos depende, 

esencialmente, del alcance de una 

autorización legislativa. Como hemos 

visto, el mismo está delimitado por la 

propia Sec. 2.7, la cual decreta nula 

toda regla en cuyo proceso de adopción se 

incumpla sustancialmente con las 

disposiciones de la L.P.A.U. De una 

interpretación integrada de sus tres 

incisos, tomada razón de que dicha 

sección es parte de un esquema 

legislativo más amplio, se desprende con 

meridiana claridad que el campo de 

operación de la acción de nulidad está 

limitado a situaciones en que se alegue 

el incumplimiento con el proceso de 

reglamentación de la L.P.A.U o de alguna 

otra disposición de esa ley. En 

consecuencia, resulta forzoso concluir 

que la Sec. 2.7 de la L.P.A.U. no dejó 

margen para la presentación de argumentos 

de otro tipo por parte de ciudadanos 

meramente interesados en solicitar la 

anulación de un reglamento que, en 

términos procesales, cumplió 

sustancialmente con las exigencias de la 

L.P.A.U. … (Énfasis en el original).16 

 

Finalmente, este ratio decidendi se reafirmó 

recientemente en Fuentes Bonilla v. ELA, supra.17 

B. 

 El TSPR ha resuelto que los tribunales deben ser 

celosos guardianes de su jurisdicción, viniendo 

obligados a considerar dicho asunto aún en ausencia de 

                                                 
15 Id., págs. 184-186. 
16 Id., págs. 188-189. 
17 Fuentes Bonilla v. ELA, supra. “[E]n Centro Unido Detallistas 

v. Com. Serv. Pub., …, la interrogante se limitaba a si la Sec. 

2.7 de la LPAU, …, aplicaba únicamente al impugnarse faltas 

relacionadas con el proceso de reglamentación señalado en dicha 

ley o si se extendía a requisitos establecidos en legislación 

distinta. El análisis que realizamos fue sencillo, toda vez que 

la Sec. 2.7 es clara al crear la acción de nulidad. Resolvimos 

que ésta se restringía a impugnaciones por el incumplimiento 

sustancial con la LPAU. Para ello, hicimos la salvedad de que "la 

acción de impugnación reglamentaria provista por [la Sec. 2.7 de] 

la L.P.A.U.es distinta de cualquier proceso que pueda entablar un 

ciudadano agraviado por la acción de una agencia, bien tras un 

procedimiento de adjudicación o a raíz de la aplicación de un 

reglamento que, a su entender, carezca de validez". (Citas 

omitidas). Véase, además, J.A. Echevarría Vargas, supra. 
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señalamiento a esos efectos por las partes, esto es, 

motu proprio.18 Así, el tribunal que no tiene la 

autoridad para atender un recurso, sólo tiene 

jurisdicción para así declararlo y desestimar el 

caso.19 En síntesis, no tenemos discreción para asumir 

jurisdicción donde no la hay.20 La falta de 

jurisdicción no puede ser subsanada, ni el Tribunal 

puede abrogársela.21  

C. 

Finalmente, la Regla 83 (B) y (C) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones dispone:  

(B) Una parte podrá solicitar en 

cualquier momento la desestimación de un 

recurso por los motivos siguientes: 

 

(1) que el Tribunal de Apelaciones 

carece de jurisdicción; 

 

[. . . . . . . .] 

 

(C) El Tribunal de Apelaciones, a 

iniciativa propia, podrá desestimar un 

recurso de apelación o denegar un auto 

discrecional por cualesquiera de los 

motivos consignados en el inciso (B) 

precedente.22 

 

-III- 

En esencia, CG impugna el Reglamento 9038 porque 

alegadamente JRCM, excediendo las facultades que le 

concedió el legislador en la ley habilitadora,23 

modificó varias definiciones e impuso restricciones 

arbitrarias y caprichosas a la venta y promoción de 

cannabis medicinal. 

                                                 
18 Ruiz Camilo v. Trafon Group Inc., 2018 TSPR 88, pág. 102; Ríos 

Martínez, Com. Alt. PNP v CLE, 196 DPR 289, 296 (2016); Pérez 

Soto v. Cantera Pérez, Inc. et al., 188 DPR 98, 105 (2013). 
19 Ruiz Camilo v. Trafon Group Inc., supra, pág. 103; Ríos 

Martínez, Com. Alt. PNP v CLE, supra, pág. 297; Lozada Sánchez v. 

J.C.A., 184 DPR 898, 909 (2012). 
20 Ruiz Camilo v. Trafon Group Inc., supra, pág. 104. 
21 Fuentes Bonilla v. ELA, supra; Peerless Oil v. Hermanos Torres 

Pérez, 186 DPR 239, 249 (2012). 
22 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83 (B) y (C). 
23 Ley para Manejar el Estudio, Desarrollo e Investigación del 

Cannabis para la Innovación, Normas Aplicables y Límites, Ley 

Núm. 42-2017, (24 LPRA sec. 2621 et seq.). 
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De lo anterior se desprende, inequívocamente, que 

la recurrente interesa que anulemos un reglamento, que 

en términos procesales, cumplió sustancialmente con 

las exigencias establecidas en LPAU. No tenemos 

jurisdicción originaria para ello. 

Conforme a la normativa jurisprudencial 

previamente discutida, CG tendrá que impugnar 

colateralmente el reglamento en cuestión mediante un 

pleito particular en el que se impugnen decisiones de 

la agencia administrativa en las que se apliquen 

concretamente las reglas impugnadas. Para ello tiene 

disponible los recursos de interdicto y de sentencia 

declaratoria ante el Tribunal de Primera Instancia y 

de revisión de decisión administrativa ante el 

Tribunal de Apelaciones, en el que se impugne una 

resolución administrativa que aplique concretamente el 

reglamento impugnado.  

-IV- 

 Por los fundamentos previamente expuestos, se 

desestima el recurso por falta de jurisdicción.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 La Juez Birriel Cardona disiente sin opinión 

escrita.  

 

        Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

        Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


